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                         Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 22 de octubre de 2009
 

RES. Nº 639 /2009

 

VISTO: 

El expediente “SCD s/ denuncia formulada por la Dra. Adriana Manetti c/la titular del Juzgado CAyT Nº 7” (SCD- 147/09-0).

CONSIDERANDO:

Que se inicia el expediente de referencia por la denuncia presentada por la Dra. Adriana Manetti Tomo 29 Folio 713 en este Consejo de la Magistratura el 10 de agosto de 2009 (fs. 4/5). 

Que dicha abogada realiza una denuncia por la actuación del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7, Secretaría Nº 14 en los autos “GCBA c/De Lello, Jorge s/ Ejecución Fiscal” (Expte. 544857) en la que interviene como letrada patrocinante del Sr. Jorge Di Lello.

Que dicha causa, iniciada en el año 2002 finalizó con una resolución  a favor del ejecutado y que le fueron regulados $ 230.-(PESOS DOSCIENTOS TREINTA) en concepto de honorarios a su favor.

Que la Dra. Manetti manifiesta que no apeló ese monto irrisorio de honorarios “ya que por suerte no vivo de la profesión, y en realidad me había desempeñado como letrada como un favor a un conocido, quería terminar con el tema”.

Que expresa  que el letrado de la parte actora apeló sus honorarios por “elevados”, por lo que manifiesta que pidió la elevación a la Cámara, la que finalmente elevó sus honorarios a $ 300.- (PESOS TRESCIENTOS).

Que explica la denunciante que luego de notificar a la actora, la suma fue depositada y requirió el respectivo cheque y, a su entender,  “aquí comienzan los problemas, después de la providencia que ordenaba su entrega (acompaño copia) con fecha 03 de Julio pasado, me presenté al Juzgado para retirarlo pero se había dispuesto el receso especial por la gripe”.

Que expresa la denunciante que concurrió nuevamente el 03 de agosto pasado a retirar el cheque y le informan en la Mesa de Entradas “que por una resolución del Consejo, por la existencia de un sumario tramitado en el Juzgado referido, para la entrega de cheques había que aguardar que se consienta la resolucón que lo ordenaba, cinco días hábiles”.

Que manifiesta que requirió hablar con el Secretario para que le indicara la resolución, y que “ni siquiera me atendió en forma personal, telefónicamente informó a uno de los empleados de la mesa de entradas que el cheque no sería entregado”

.

Que  indica la Dra. Manetti que en el día de la fecha (se refiere al día en que presenta la denuncia, 10 de agosto de 2009)  se prsenta nuevamente (al Juzgado)  y le indican que los cinco días vencen mañana en dos primeras horas. Que, a diferencia de la semana anterior ese día la atendió el Secretario y no la Jueza y que cambió la explicación dada: no hay resolución del Consejo pero sí “una disposición, al parecer oral, de la Juez, para demorar la entrega de los giros respectivos”.

Que se pregunta la Dra. Manetti quién puede oponerse a la entrega del cheque si la perdidosa aceptó la decisión, depositó los honorarios y  ella es la única letrada de la otra parte. Manifiesta: “por qué el capricho de la titular del Juzgado y su poco sentido común. Por qué esa desidia al negarse a atender a los profesionales, tal vez no tenga argumentos para dar”. “El monto regulado no representa una fortuna, pero si lo fuera, quién debería abonar su actualización, la juez que demora innecesariamente su pago?. Espero que este Consejo adopte las medidas disciplinarias  pertinentes, un llamado de atención tal vez. Sólo pretendo, entre otras cosas, que a los profesionales que debemos actuar en el fuero se nos trate con un poco de sentido común”.

Que la Dra. Manetti compareció a ratificar su presentación el día 26 de agosto de 2009.

Que la Comisión de Disciplina y Acusación, en su reunión de fecha 8 de septiembre de 2009 dispuso solicitar copia de la ejecución Fiscal Nº 544857.

Que con fecha 8 de octubre de 2009 el Juzgado CAy T Nº 7 Secretaría Nº 14 mediante actuación Nº 23952/09 acompañó  copia certificada del referido expediente, en 214 fs.

Que  compulsado el expediente GCBA CONTRA DE LELLO JORGE SOBRE EJ.FISC. - RADICACION DE VEHICULOS” , EXPTE: EJF 544857 / 0, cuya copia certificada se encuentra en la Secretaría de la Comisión de Disciplina y Acusación, resulta:

Que a fs. 211 por escrito del 03/07/09 la Dra. Manetti solicita se libre cheque.

Que, a fs. 212, surge el siguiente provéido: ///dad de Buenos Aires, 3 de julio de 2009.- Atento lo peticionado, constancias de los presentes actuados, y lo que surge de la boleta de depósito acompañada, líbrese cheque contra el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, Sucursal nº 5, Código de Fuero 35, Libro 511, Folio 421 D.V. 0, a favor de la Dra. Adriana Manetti por la suma de pesos trescientos ($ 300.- ) en concepto de honorarios judiciales regulados y firmes. Fdo.: Lidia E. Lago. Jueza Contencioso Administrativo y Tributario Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

A fs. 212 vta. consta el retiro del referido cheque por parte de la Dra. Manetti, con fecha 12 de agosto de 2009.

Que en relación a lo manifestado por la Dra. Manetti por  la emergencia sanitaria dispuesta por el Consejo de la Magistratura en relación a la denominada Gripe H1N1, la RES. N° 357 /2009 de fecha 02/07/09 dispuso en su parte pertinente “... Que, ante el fuero Contencioso Administrativo y Tributario proseguirá la tramitación de amparos, medidas cautelares, asuntos alimentarios –incluidos honorarios profesionales-  y demás cuestiones que a pedido de parte sean consideradas urgentes por los magistrados y puedan ser atendidas con una dotación mínima de personal. .... Que a fin de llevar a cabo tales cometidos, los magistrados determinarán la dotación de personal mínima necesaria que permita dar cumplimiento a lo resuelto en los párrafos precedentes, debiendo informar a la Dirección de Factor Humano del Consejo de la Magistratura la nómina de los agentes que permanezcan en funciones.... Que, a su vez, con el propósito de evitar el traslado de los agentes en las horas de mayor afluencia de público, luce prudente establecer que la concurrencia a los puestos de trabajo en las áreas jurisdiccionales lo sea en horario reducido, entre las 11 y las 14 horas.....  Por ello, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución local, la ley N° 31, y el Reglamento General de Organización y Funcionamiento del Poder Judicial aprobado por Resolución CM N° 152/1999, EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES RESUELVE: Art. 1º: Declarar en emergencia al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por razones sanitarias. Art. 2°: Disponer la suspensión de los plazos judiciales y administrativos para todo el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires –excluido el Tribunal Superior de Justicia- entre los días 6 y 17 de julio de 2009 inclusive, sin perjuicio de la validez de los actos que efectivamente se cumplan. Art. 3º: Ratificar las Resoluciones de Presidencia Nros. 81/2009 y 83/2009. Art. 4º: Disponer que durante el período establecido en el artículo 2º tramitarán ante el fuero Contencioso Administrativo y Tributario los amparos, medidas cautelares, asuntos alimentarios –incluidos honorarios profesionales-  y demás cuestiones que a pedido de parte sean consideradas urgentes por los magistrados y puedan ser atendidas con una dotación mínima de personal. Art. 5º: Disponer que durante el período establecido en el artículo 2º  tramitarán ante el fuero Penal, Contravencional y de Faltas todas las cuestiones urgentes y se celebrarán las audiencias ya fijadas, salvo que se disponga lo contrario por acuerdo de partes o, excepcionalmente, a criterio del magistrado interviniente mediante resolución fundada. Art. 6º: Establecer que los magistrados determinarán la dotación de personal mínima necesaria que permita dar cumplimiento a lo resuelto en los artículos precedentes, debiendo informar a la Dirección de Factor Humano del Consejo de la Magistratura la nómina de los agentes que permanezcan en funciones.Art. 7º: Modificar el horario laboral de las áreas jurisdiccionales durante el período establecido en el artículo 2º, fijándolo entre las 11 y las 14 horas. Art. 8º: Disponer que en el Consejo de la Magistratura los consejeros, administrador general, secretarios, directores generales y directores definirán la dotación mínima de personal y el horario de prestación del servicio durante el período establecido en el artículo 2º y determinarán el listado de tareas que se desarrollarán en dicho lapso.Art. 9º:  Regístrese, publíquese en la página de internet del Poder Judicial (www.jusbaires.gov.ar), comuníquese a todas las dependencias y, oportunamente, archívese.RESOLUCIÓN N°  357 /2009. N. Mabel Daniele. Secretaria,  Mauricio Devoto. Presidente”.

Que las medidas sanitarias dispuestas no impidieron que, de considerarlo necesario o urgente, la Dra. Manetti hubiera pretendido cobrar sus honorarios profesionales, que tienen carácter alimentario.

Que la feria judicial de invierno tuvo lugar entre el 20 al 31 de Julio de 2009.

Que si bien  el art. 1.19 del Reglamento General de Organización y Funcionamiento del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aprobado mediante Res. 152/99, dispone: “Extracción de fondos. 1.19. Los autos que ordenen extracción de fondos deben cumplirse de inmediato, cuando exista conformidad de los interesados”, no procede ingresar en el análisis de qué es lo que debe entenderse por “interesados”, por tratarse de materia de aplicación e interpretación de la norma, y son los Jueces y, en su caso,  las Salas de la Cámara de Apelaciones  a quienes corresponde tal análisis, máxime cuando se trata de armonizar adecuadamente los principios de celeridad y seguridad en beneficio de la totalidad de los interesados.

Que tales decisiones no pueden ser revisadas por esta Comisión porque no cumple funciones de Cámara revisora de las decisiones de los Tribunales locales.

Que para el caso de disconformidad con el cómputo de los plazos o el criterio de la Magistrada, la Dra. Manetti tuvo a su disposición los recursos procesales previstos en el ordenamiento (por ej. interposición de revocatoria) para peticionar lo que estime conveniente.

Que asimismo, de las propias manifestaciones de la Dra. Manetti surge que el Secretario dio explicaciones que el criterio del Juzgado era dejar consentir los autos que ordenan el libramiento de cheques, pero a su juicio, dichas explicaciones no fueron  satisfactorias.

Que, en otra oportunidad, en ocasión de tratarse el Expte. SCD 065/08, donde los hechos difieren notablemente, un letrado denunció al presente Juzgado CAY T Nº 7 por libramiento de cheque sin consentir el auto que lo ordenaba. 

Que en dicha oportunidad, la  Comisión de Disciplina y Acusación evaluó la situación y abrió un sumario administrativo, en relación a que se había hecho entrega de fondos depositados y dados en pago y donde un letrado entendió que el libramiento de cheque a otra parte, sin encontrarse firme el decisorio, había dificultado su derecho al cobro.

Que mediante el Dictamen CDyA Nº 06/2008 del 03 de junio de 2008, en el referido el Expte. SCD 065/08, la Comisión de Disciplina y Acusación propuso al  Plenario la desestimación de la denuncia en los términos del art. 122 CCABA en cuanto a la actuación de la Titular del Juzgado CAyT Nº 7, Dra. Lago, y la apertura de sumario administrativo en los términos del art. 8 de la Res. CM Nº 272/08,  y del Art. 26 de la Resolución 271/08 a fin de investigar los hechos y deslindar las responsabilidades del caso (fs. 157 / 162)

Que en en caso en examen, el agravio se reduce a que la letrada Manetti tuvo que concurrir en reiteradas oportunidades al Tribunal, con la consiguiente pérdida de tiempo, para retirar el cheque ordenado con fecha 03/07/09.

Que, como se ha expresado en anteriores actuaciones, las facultades disciplinarias del Consejo de la Magistratura no deben confundirse con  la  tarea jurisdiccional propia de los Tribunales locales. En el mismo sentido, la Ley 31 dispone en su art. 1 que es función de este Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la que reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado, o incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.

Que la Comisión de Disciplina ha tomado por principio que los  asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria, y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Así, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudiera ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113)..

Que la potestad de este Consejo de la Magistratura se agota en la determinación de las responsabilidades originadas en las conductas que se consideren puedan llegar a ser pasibles de sanciones disciplinarias, o se configuren como posibles causales de remoción.

Que el Consejo de la Magistratura  no puede inmiscuirse directa o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que este Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administracion del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de  Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, Tomo II, Pag. 275).

 Y tal ha sido el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto sostuvo que, cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto (Fallos: 300:1330). Asimismo, sostuvo dicho Tribunal  que “lo inherente a las cuestiones procesales suscitadas en causas judiciales  (...) es facultad propia de los magistrados que entienden en los respectivos procesos y los posibles errores o diferentes interpretaciones que sobre ella se hagan encuentran remedio oportuno en los recursos previstos en las normas adjetivas aplicables al caso. ... Lo atinente a la aplicación e interpretación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener reparación a los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional” (Fallos: 305:113). Por ende, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274: 415), extremos que, por cierto, y como ya fuera referido “ut supra”, no se configuran en la especie. 

También Bidart Campos entendió que cuando la conducta que se pretende cuestionar es el pronunciamiento de un magistrado dictado en el marco de un proceso, la cuestión plantea  un límite concreto: las sentencias judiciales son actos jurídicos producto de la actividad de un órgano jurisdiccional, cuya validez sólo puede ser cuestionada, en su caso, ante un órgano del mismo ámbito (Bidart Campos, Germán J. “El Derecho constitucional del Poder”, Ediar, Buenos Aires, 1967, Tomo II pag. 245).

Que, en conclusión, puede afirmarse que solo existe por parte de la presentante un desacuerdo con la decisión jurisdiccional de dejar consentir el auto  que ordena el libramiento de cheque a favor de la  Dra. Manetti, si bien era la única profesional con derecho y la contraria ya había depositado la suma, dado en pago y autorizado el retiro.

Que la independencia del órgano judicial tiene su expresión más acabada, en el plano funcional, en el ejercicio estricto de la potestad jurisdiccional y en el respeto a la libre determinación del juez. Esa independencia comienza a formularse como una zona de reserva de los jueces y tribunales, en el ejercicio de la función de juzgar; la pretensión de Montesquieu al diseñar la doctrina de la división de poderes se orienta en ese sentido. La independencia judicial, desarrollada en sus orígenes en referencia al ejercicio de la función jurisdiccional, también abarcó la independencia de criterio del magistrado, ello con la finalidad de asegurar la garantía de la inamovilidad en las funciones mientras dure la buena conducta.

Institucionalizada la doctrina de la separación de Poderes, la inamovilidad se convirtió en un elemento esencial de la independencia del órgano judicial.

Que en razón de las consideraciones efectuadas, este Plenario considera improcedente el análisis de los hechos traídos a su conocimiento desde la órbita del derecho adminitrativo disciplinario sancionador, dado que escapan a su competencia, por cuanto cuanto cuentan con debidos remedios procesales. En consecuencia, entiende que corresponde la desestimación de la denuncia y el archivo de las presentes actuaciones, sin aplicación de sanción disciplinaria alguna.
Que por todo lo expuesto, y en uso de las facultades otorgadas por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ley 31, el Reglamento  General del Consejo y lo dispuesto en la Res. CM  Nº 272/08, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:
 

Art. 1º: Desestimar la denuncia formulada por la Dra. Adriana Manetti contra la titular del Juzgado en  lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7 Dra. Lidia E. lago, por los fundamentos expuestos en los considerandos.

Art. 2º: Regístrese, notifíquese a los interesados y oportunamente, archívese.  

 
RESOLUCIÓN Nº 639 /2009

 
 
 
N. Mabel Daniele


Mauricio Devoto

Secretaria


            Presidente
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